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Este tema en otras materias
Balance

B2.1.1. La necesidad de vivienda de personas en exclusión
La necesidad de vivienda en nuestra comunidad autónoma afecta a un buen número de personas con indicadores de 
vulnerabilidad, que cada vez está más cronificada, a pesar de las medidas implementadas para revertir esta situación. 

Año tras año, esta Defensoría viene dando cuenta al Parlamento de Andalucía, de las dificultades de la población 
andaluza para acceder a un techo digno, tanto en el parque residencial privado, como en el de titularidad pública.

El  desfase entre el precio del alquiler y los recursos económicos de las familias es una de las causas que impide poder 
alquilar una vivienda en el mercado privado. 

En otras ocasiones nos informan de las dificultades para mantener el alquiler de una vivienda, siendo de vital importancia 
las ayudas al alquiler para jóvenes familias vulnerables. Una medida que no siempre soluciona esta problemática dado 
que se excede del plazo previsto en las convocatorias. Estas convocatorias, que tienen como destinatarios a personas 
en situación de especial vulnerabilidad, con ingresos limitados y a jóvenes en la Comunidad Autónoma de Andalucía, 
no han contribuido a los fines previstos, viéndose las personas solicitantes sin expectativas para cubrir sus necesidades 
de vivienda durante años. 

La escasa oferta de vivienda protegida conlleva que no se preste atención a la gestión de los Registros Municipales de 
Demandantes de Vivienda Protegida. En paralelo, la gestión del Parque Público conlleva situaciones que requieren 
de unos recursos adecuados al número de viviendas que se gestionan y a la complejidad de las mismas. Equipos mul-
tidisciplinares que en coordinación con otros servicios públicos puedan ofrecer la mejor gestión posible a quienes son 
adjudicatarios de viviendas de este parque público. Y todo ello, requiere una financiación adecuada. 

B2.2. Dependencia
Desde la experiencia institucional propia, hemos de hacer hincapié en que las quejas dirigidas al Defensor del Pueblo 
Andaluz durante el año 2024 han puesto a esta Institución en una situación de esfuerzo inédito, bajo el peso de un incre-
mento desorbitado e inusitado, que ha ido en aumento a medida que la anualidad avanzaba y en progresión constante. 

En las actuaciones realizadas ha tenido un impacto relevante la entrada en vigor del nuevo Decreto-ley 3/2024 que ha 
implantado en Andalucía nuevas bases procedimentales para el reconocimiento de la situación de dependencia y la 
efectividad del derecho a las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, enmarcado den-
tro de los criterios y compromisos abordados ampliamente en el Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia, en cuyo seno se analizaron y planificaron las medidas pertinentes para 
la reducción de las listas de espera. En esta Institución somos conscientes de que una reforma estructural era precisa y 
de que para sacarla adelante es inevitable aceptar sacrificios. 

Los tiempos de respuesta para la valoración siguen siendo no inferiores a la anualidad y en numerosos casos resultan 
excesivos: en provincias como las de Sevilla, Cádiz, Granada y Córdoba encontramos tiempos de incluso dos años, con 
solicitudes pendientes que datan de 2022, no atendidas o atendidas en 202, frente a la exigencia de este derecho sub-
jetivo en seis meses. 

En lo alusivo a las revisiones de grado hemos experimentado un fenómeno hasta ahora desconocido, que se concreta 
en la práctica equiparación entre el número de quejas fundadas en la dilación en la valoración inicial del grado de de-
pendencia y las que se suscitan en torno a la revisión de la situación solicitada a instancia de parte por el empeoramiento. 
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Todo ello, en conjunción, supone un verdadero desequilibrio del Sistema y agrava un momento de tránsito de por sí 
inestable, hasta el punto de que las revisiones de grado acumulan las mayores demoras, aunque no en todas las pro-
vincias por igual.

Mención especial dedicamos también a las dilaciones en las valoración de la discapacidad y en cómo frustran los 
derechos de las personas con discapacidad. Unos derechos que no pueden ser invocados mientras tanto no se les haya 
reconocido el grado de discapacidad, dejando a estas personas en un limbo jurídico.

B2.4. Pobreza
En muchos de los informes que analizan la pobreza en España y en Andalucía se constata cómo se cronifica la situación 
de quienes se encuentran ya excluidas, elevándose también el número de personas en riesgo de exclusión. En 
ocasiones provocado por la ineficacia de las políticas públicas destinadas a paliar las circunstancias que causan estos 
desequilibrios. 

A final de 2024 se presentaba el XIV Informe denominado “El Estado de la Pobreza. Seguimiento de los Indicadores de 
la Agenda 2030. 2015-2023”. Un informe elaborado por la Red Andaluza de Lucha Contra la Pobreza y la Exclusión Social 
(EAPN-A), una organización comprometida con la erradicación de la pobreza y la exclusión social, que apuesta por el 
cambio de las políticas públicas. 

Es obligado un leve repaso de algunos de los indicadores recogidos en el mencionado informe, que inicia su análisis 
exponiendo que, “como en años anteriores, Andalucía registra unas tasas elevadas de riesgo de pobreza y/o exclusión 
social, siempre superiores a las medias a nivel nacional, lo que la lleva a ocupar el puesto más elevado de todas las 
comunidades autónomas en cuatro de los cinco principales indicadores de pobreza y exclusión: Arope, tasa de riesgo 
de pobreza, pobreza severa y carencia material y social severa”.

B2.5. Prestaciones económicas
Como ya poníamos de manifiesto en años anteriores, el Ingreso Mínimo Vital (IMV) ha garantizado a las familias en si-
tuaciones de pobreza o riesgo de exclusión social unos ingresos que les permiten hacer frente a las necesidades básicas, 
pudiendo ser compatible con otros ingresos procedentes de las rentas de trabajo o de las actividades económicas por 
cuenta propia con el fin de mejorar las oportunidades reales de inclusión social y laboral de las personas beneficiarias. 
Siendo ésta una prestación de la Seguridad Social, las quejas que se reciben son remitidas al Defensor del Pueblo de 
España para su tramitación, recibiéndose la correspondiente información de estos expedientes, al amparo de la cola-
boración legal existente en ambas defensorías.

En Andalucía contamos con la Renta Mínima de Inserción Social en Andalucía (Rmisa), donde la mayor parte de las 
quejas que se reciben en esta Defensoría, están referidas a los importantes retrasos en la resolución, a la que en ocasiones 
hay que sumar el tiempo de demora de los recursos de alzada. Unos meses que también se suelen ver precedidos por 
las propias dilaciones en resolver el IMV, que es requisito indispensable para la solicitud de Rmisa.

B5.3. Compromiso del Defensor con el impulso a Seis 
Causas

...

3ª causa: Trabajo a favor de los colectivos vulnerables

El Defensor del Pueblo andaluz aboga por un sistema de acogida y acompañamiento para colectivos de especial 
vulnerabilidad que se constituya en un verdadero sistema de protección. Un modelo integral, no solo de emergencia, 
preparado para prevenir cualquier eventualidad. Un sistema bien planificado que marque un itinerario bien definido 
hacia la inclusión. 

https://eapn-andalucia.org/wp-content/uploads/2024/10/INFORME-Andalucia2024.pdf
https://eapn-andalucia.org/wp-content/uploads/2024/10/INFORME-Andalucia2024.pdf
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